
Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos
Cuestionario sobre el estrecho vínculo entre el derecho a la vida y el derecho a una vivienda adecuada

Presentación

El Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos de Costa Rica, a continuación da respuesta a las preguntas números dos y tres al cuestionario sobre el estrecho vínculo entre el derecho a la vida y el derecho a una vivienda adecuada, de la Relatora especial para la vivienda adecuada como elemento integrante del derecho a un nivel de vida adecuado del Alto Comisionado de los Derechos Humanos.

ASPECTOS A VALORAR:
1. Vivienda adecuada como elemento integrante del derecho a un nivel de vida adecuado y sobre el derecho de no-discriminación.

2. El derecho a la vida y el derecho a una vivienda adecuada.

3. Violaciones del derecho a la vida en relación con la falta de vivienda y viviendas inadecuadas.

4. Concepción del derecho a la vida, entendido para la Relatoría de Derechos Humanos, en integración con el derecho a una vivienda digna. 
Solicitud concreta de la Relatoría

1. En la medida de lo posible, sírvase por favor proveer indicadores estadísticos relacionado con las consecuencias en la salud, mortalidad y morbilidad de la vivienda inadecuada y la falta de vivienda en su país, desglosado por sexo, raza. estatus migratorio, edad y discapacidad u otros. Sírvase también proporcionar referencias a cualquier documentación (escrita, visual o de otro tipo) de las experiencias do vida que están detrás do estas estadísticas.









2. Por favor refiérase a las disposiciones de la Constitución o de legislación sobre derechos humanos de su Estado que garanticen el derecho a la vida y explique si éstas se aplican a circunstancias en que se han reconocido que la falta de vivienda o vivienda inadecuada pone en riesgo la salud, seguridad o la vida de las personas. Expugne si las obligaciones positivas de los gobiernos han sido reconocidas en este contexto. Por favor, sírvase dar referencias de cualquier caso de interés u otros ejemplos, si están disponibles.













3. Por favor explique si los tribunales u otros órganos de derechos humanos en su Estado han reconocido el efecto desproporcionado de la falta de vivienda y la vivienda inadecuada en determinados grupos (como las personas con discapacidad, los pueblos indígenas, las mujeres que sufren violencia, etc.) como un tema de discriminación y en qué circunstancias específicas. Por Favor, de referencias de caso de interés u otros ejemplos, si están disponibles.

Desarrollo ítems 2 y 3
Ítem 2:

2. Por favor refiérase a las disposiciones de la Constitución o de legislación sobre derechos humanos de su Estado que garanticen el derecho a la vida y explique si éstas se aplican a circunstancias en que se han reconocido que la falta de vivienda o vivienda inadecuada pone en riesgo la salud, seguridad o la vida de las personas. Expugne si las obligaciones positivas de los gobiernos han sido reconocidas en este contexto. Por favor, sírvase dar referencias de cualquier caso de interés u otros ejemplos, si están disponibles.
En la Constitución Política de Costa Rica se encuentra consagrado en el artículo 65 el derecho fundamental a una vivienda digna.

El texto constitucional dice: 

“El Estado promoverá la construcción de viviendas populares y creará el patrimonio familiar del trabajador.”

Se trata de una norma programática, que requiere del desarrollo legislativo para poder desarrollar e implementar el derecho fundamental contenido
.

Ha señalado la Sala Constitucional  sobre la norma constitucional que “por ser una norma programática, requiere de desarrollo legislativo que operativice los derechos que contiene.”

Manifiesta en lo conducente la Sala Constitucional:
“Así, en este caso el Instituto Mixto de Ayuda Social como institución creada por el legislador que responde a un fin eminentemente social, tiene dentro de sus atribuciones el desarrollo de programas sociales de vivienda. Dispone el artículo 53 del Reglamento a su Ley de Creación:

‘Forman parte de los programas de estímulo o de desarrollo y promoción social (...) la construcción o mejoramiento habitacional de grupos marginados (...)’

Asimismo, mediante Ley N°7154 del 24 de julio de 1990, se reformó el artículo 7° de la Ley de Creación
 del Instituto recurrido, agregando el inciso c), para que el artículo se lea como sigue:

“Toda actividad del IMAS se clasificará en una de las siguientes formas:

a)...

b)...

c) Adjudicación de viviendas.”
“De este modo, el Instituto Mixto de Ayuda Social en ejercicio de un fin constitucional ha establecido un sistema de adjudicación de viviendas a personas de escasos recursos económicos, acto que tiene el efecto de constituir un derecho en el patrimonio de los adjudicatarios."
 (El destacado y subrayado no es del original)
En ese sentido se refirió la Sala Constitucional en la sentencia de cita para amparar la situación de personas marginadas necesitadas de vivienda que requerían la adjudicación de inmuebles al ser beneficiarios de los proyectos de vivienda de interés social del Instituto Mixto de Ayuda Social: 
“(…) considera la Sala que el acto de adjudicación del inmueble a una persona es un acto declaratorio de derechos, derivado en este caso de una necesidad que el Constituyente supo reconocer y darle carácter de fin del Estado, consistente en dotar de vivienda a los particulares más necesitados.”
Funcionamiento del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda
Para comprender la implementación del precepto del artículo 65 de la Constitución Política, es necesario hacer referencia al funcionamiento del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda y Creación del Banco Hipotecario de la Vivienda (BANHVI), a la luz de lo dispuesto en la “Ley N°7052 de 13 de noviembre de 1986” y sus reformas, publicada en el Diario Oficial La Gaceta N° 226 de 27 de noviembre de 1986.

La Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda Ley N° 7052 y sus reformas en su artículo 2 dispone:

“Artículo 2.-

El Sistema Financiero Nacional para la Vivienda estará integrado por el Banco Hipotecario de la Vivienda, como ente rector, y por las entidades autorizadas previstas en esta ley.”
Este sistema integrado por las entidades autorizadas (entidades financieras)  y el Banco Hipotecario de la Vivienda,  es de acuerdo con el artículo 1° de la ley de cita, “(…) una entidad de interés público regida por la presente ley y que tendrá como objetivo principal fomentar el ahorro y la inversión nacional y extranjera, con el fin de recaudar recursos financieros para procurar la solución del problema habitacional existente en el país, incluido el aspecto de los servicios.”

El Banco Hipotecario de la Vivienda, de conformidad con la ley de cita en su artículo 4 es: 

“(..) una entidad de Derecho Público, de carácter no estatal, con personalidad jurídica, con patrimonio propio y autonomía administrativa, que será el ente rector del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda.

Esta entidad estará bajo la supervisión de la Auditoría General de Entidades Financieras y será fiscalizada por la Contraloría General de la República.(...)”
Las Entidades Autorizadas por su parte de acuerdo con el artículo 66 de la ley de cita podrán ser  aquellas que  opten por dicha condición de conformidad con lo previsto en dicha ley y sus reglamentos, pudiendo solicitar y obtener dicha condición las instituciones siguientes:

“Artículo 66.- 

Para los efectos de lo dispuesto en la presente ley, podrán optar por la condición de entidades autorizadas, de conformidad con lo previsto en ella y en sus reglamentos, las instituciones siguientes:

a) Las asociaciones mutualistas de ahorro y préstamo, sin perjuicio de lo dispuesto en el transitorio VII de esta ley.

b) Los bancos del Estado y los privados, así como el Banco Popular y de Desarrollo Comunal.

c) Las cooperativas conforme al artículo 102 de la presente ley.

ch) Las fundaciones constituidas con fondos donados en el extranjero, que excedan la suma de diez millones de dólares ( $10.000.000,00 ) moneda de los Estados Unidos de Norteamérica (sic) y que se dediquen a programas de vivienda, tendrán las atribuciones descritas en el artículo 75 de la presente ley, excepto lo establecido en los incisos a) y ch) y siempre que se sometan a todos los controles contables y financieros o de otro tipo aplicables a las mutuales.

d) Otros organismos públicos especializados en el financiamiento de viviendas.

e) Las asociaciones solidaristas, conforme a las limitaciones que establezca el Banhvi.”

El BANHVI cuenta con un fondo especial para subsidiar vivienda a las familias más necesitadas  de conformidad con la ley de cita que en su artículo 46 dispone:

“Créase el Fondo de Subsidios para la Vivienda (Fosuvi), con el objetivo de que las familias, las personas con discapacidad, las parejas jóvenes y las personas adultas mayores sin núcleo familiar, de escasos ingresos, puedan ser propietarias de una vivienda acorde con sus necesidades y posibilidades socioeconómicas y que el Estado les garantice este beneficio. Será administrado por el Banco y estará constituido por los siguientes aportes:

a) Al menos un dieciocho coma cero siete por ciento (18,07%) de todos los ingresos anuales, ordinarios y extraordinarios, del Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares (Fodesaf).  En ningún caso percibirá un monto inferior al equivalente al treinta y tres por ciento (33%) de los recursos que el Fodesaf recaude por concepto del recargo del cinco por ciento (5%) establecido en el inciso b) del artículo 15 de la Ley N.º 5662, y sus reformas.

b) Un tres por ciento (3%) de los presupuestos nacionales, ordinarios y extraordinarios, aprobados por la Asamblea Legislativa.

c) Las donaciones y otros aportes de entes públicos y privados, nacionales o extranjeros.”

Para poder acceder a ese beneficio, la Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda N° 7052, en su artículo 57, expresa: 

El Banco será la única institución facultada para aprobar las condiciones para el otorgamiento del beneficio del Fondo. Este se tramitará y calificará, exclusivamente, por medio de las entidades autorizadas.” El subrayado con la negrita no son del original. 
Por su parte el Artículo 15 del Reglamento de Operaciones del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda N°104-95 dispone: 

 

 “Artículo 15.- Tramitación: 

La tramitación y calificación del Bono o del subsidio será responsabilidad de las Entidades Autorizadas, quienes harán los respectivos trámites con base en los parámetros y normas generales que al efecto emita el Banco.” El subrayado con la negrita no son del original. 
Además, el Reglamento de Operaciones del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda N°. 104-95 en su numeral 113 le prohíbe a las Entidades Autorizadas delegar sus funciones.  

“Artículo 113.- Prohibición de delegar funciones:  

Las Entidades Autorizadas no podrán delegar ni contratar con otras personas, físicas o jurídicas, la tramitación de los créditos o subsidios del Sistema. Asimismo, ninguna persona, física o jurídica, con o sin fines de lucro, podrá participar en los trámites de postulación a los beneficios de los créditos del Sistema y del Bono Familiar de Vivienda en todas sus etapas, con excepción de las asociaciones cooperativas, asociaciones específicas de vivienda, asociaciones solidaristas y de desarrollo comunal, alrededor de las cuales estuvieren organizados los futuros beneficiarios. Estos grupos deberán actuar en todo caso sin fines de lucro no pudiendo recibir pago alguno de sus asociados por la participación en el respectivo proyecto. La Entidad Autorizada debe velar por el cumplimiento de esta disposición.” 

En la normativa citada, se establece que la Entidad Autorizada, ostenta de manera exclusiva la tramitación y calificación del bono, así como la verificación del cumplimiento o no por parte de las familias solicitantes de los requisitos que exige el ordenamiento jurídico que regula la materia.

Una de las disposiciones de orden legal que ha desarrollado el precepto constitucional enunciado, tiene sustento en el artículo 59 de la Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda citada supra, que dispone:

“Artículo 59.-Las familias que, entre sus miembros, cuenten con una o más personas con discapacidad total y permanente, y cuyos ingresos sean iguales o inferiores a un salario y medio mínimo de un obrero no especializado de la industria de la construcción y las que no tengan vivienda propia o, teniéndola, requieran repararla o mejorarla, tendrán derecho a recibir un bono familiar y medio, a fin de compensar esta disminución. Para reparaciones o mejoras, tendrán acceso al bono familiar en la forma proporcional que indique el reglamento correspondiente. La Caja Costarricense de Seguro Social será la encargada de dictaminar sobre la discapacidad total y permanente de la persona. El Banco dará prioridad a este tipo de casos. 
Igual derecho tendrán quienes, por su condición de adultos mayores o personas con discapacidad, no puedan realizar labores que les permitan el sustento o no posean núcleo familiar que pueda brindárselos. En este caso, también se aplicarán las regulaciones relativas al salario mínimo, así como al monto y las condiciones del bono establecidas en el párrafo anterior. La calificación de estos beneficiarios le corresponderá al Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor (Conapam) o a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), respectivamente. La Caja cobrará por el servicio de valoración y certificación únicamente a aquellas personas que no cuenten con expediente médico en la institución. 

Previa autorización debidamente motivada de la Junta Directiva, con fundamento en el estudio técnico correspondiente, en cada caso, el Banco Hipotecario de la Vivienda (Banhvi) podrá destinar hasta un cuarenta por ciento (40%) de los ingresos anuales del Fondo de Subsidios para la Vivienda (Fosuvi), para subsidiar, mediante las entidades autorizadas del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda, la adquisición, segregación, adjudicación de terrenos, obras de urbanización, mejoras, construcción de viviendas, en caso de proyectos individuales o colectivos de erradicación de tugurios y asentamientos en precario, localizados en zonas rurales o urbanas, para las familias cuyos ingresos sean iguales o inferiores a un salario mínimo y medio de un obrero no especializado de la industria de la construcción o que hayan sido declarados en estado de emergencia.(…)” 
En relación con la disposición enunciada la Sala Constitucional señaló en la sentencia número 2005-017237 de las 8:59 horas de 16 de diciembre del 2005 lo siguiente: 
“(…)V.- Siempre dentro del plano legislativo, y en lo que atañe directamente a los actores, el artículo 59 de la Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda regula el supuesto de las familias que cuenten entre sus miembros con una o más personas que sufran impedimento físico total y permanente, cuyos ingresos sean iguales o inferiores a dos salarios mínimos de un obrero no especializado de la industria de la construcción; de quienes no tengan vivienda propia o teniéndola requieran repararla o mejorarla; y de quienes por su condición de adultos mayores no puedan realizar labores que les permitan el sustento o no posean núcleo familiar que pueda brindárselo; reconociéndoles el derecho a recibir un bono familiar y medio a fin de compensarles esas diversas dificultades. Asimismo señala la norma que, previa autorización de la Junta Directiva del Banco Hipotecario de la Vivienda, podrá destinarse hasta el 20% de los ingresos anuales del Fondo de Subsidios para Vivienda a subvencionar, a través de las entidades autorizadas del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda, la adquisición, segregación, adjudicación de terrenos y obras de urbanización y construcción necesarias en proyectos de erradicación de tugurios y asentamientos en precario para las familias de ingreso mínimo. Que la Junta Directiva dicha podrá destinar parte de esos recursos a la realización de proyectos de construcción de vivienda, para lograr la participación de interesados debidamente organizados en cooperativas, asociaciones específicas, asociaciones de desarrollo o asociaciones solidaristas, así como para atender problemas de vivienda ocasionados por situaciones de emergencia o extrema necesidad. Y siguiendo la misma línea, el numeral 23 del Reglamento de Operaciones del Sistema Financiero Nacional de la Vivienda aclara que sus programas se regirán por un principio de excepcionalidad, por condiciones preferenciales de crédito y subsidio para los sectores de menor ingreso o para los que se encuentren afectados por una situación de emergencia o de extrema necesidad que justifique ese tipo de tratamiento.(…)”.
La referencia normativa del artículo citado supra, está en relación con lo enunciado más adelante en la atención a la erradicación de tugurios y asentamientos en precario, visto como un caso práctico y preocupación institucional en relación con la consulta que se formulara a la Secretaría Técnica Nacional Ambiental para adecuar la valoración técnica que se realice de dichos asentamientos desde el punto de vista de la intervención como acción positiva del Estado en materia ambiental.
Relación del MIVAH con el Sistema Financiero Nacional para la Vivienda
El Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos, en adelante identificado como MIVAH al ser un órgano del Poder Ejecutivo y según artículos 26 inciso b), 27 inciso 1) de la Ley General de la Administración Pública (Ley N°6227 de 2 de mayo de 1978), artículo 6 inciso h) de la Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda, artículo 26 de la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor (N° 7935 de 25 de octubre de 1999 y sus reformas), artículo 11 de Ley de Atención a las Mujeres en Condiciones de Pobreza (N° 7769 de 24 de abril de 1998 y sus reformas);  artículo 5 de la Ley del Impuesto sobre Traspasos de Bienes Inmuebles (N° 6999 de 3 de septiembre de 1985 y sus reformas), Decreto Ejecutivo Nº 31062-MOPT-MIVAH-MINAE del 19 de febrero del 2003, tiene las siguientes competencias:
1.    Definición y emisión de políticas, estrategias, lineamientos y directrices en materia de Vivienda y Asentamientos Humanos, que faciliten el estudio, vigilancia y adopción de decisiones para el direccionamiento de planes, programas, actividades y el uso y aprovechamiento de los recursos.

2.    Coordinación, seguimiento y evaluación de las políticas, estrategias, lineamientos y directrices en materia de Vivienda y Asentamientos Humanos y de los programas sociales en materia de vivienda, a efectos de verificar el cumplimiento de las mismas y su incidencia en la problemática nacional que se pretende solventar.

3.    Velar porque las familias en condición de pobreza tengan acceso a vivienda digna, a través de las políticas generales que dicte para la utilización de los recursos del Fondo de Subsidios para la Vivienda (FOSUVI).

4.    Identificar geográficamente la demanda de necesidades de vivienda insatisfechas, dando prioridad a las mujeres en condiciones de pobreza que participaron en los programas establecidos en la Ley de Atención a las Mujeres en Condiciones de Pobreza y diseñar un programa específico anual para cumplir con tal obligación.

5.    Dar a conocer públicamente la identificación geográfica de la demanda de necesidades de vivienda insatisfechas.

6.    Elaborar normas especiales que permitan la adjudicación expedita de bonos familiares de la vivienda a la población adulta mayor que los requiera.

7.    Determinar la exención de traspasos de inmuebles destinados a vivienda popular, así como establecer a quién se le puede aplicar.

8.    Presidir la coordinación y tutela Administrativa en materia de Planificación Urbana como parte del Consejo Nacional de Planificación Urbana (CNPU)  y la Secretaría Técnica del Plan Nacional de Desarrollo Urbano (STPNDU).

9.     Elaborar el Plan Nacional de Vivienda.

10.  Establecer el porcentaje adicional de aumento que se aplicará al alquiler de vivienda, cuando la tasa de inflación acumulada de los doce meses anteriores al vencimiento de cada año del contrato sea mayor al diez por ciento (10%), y siempre que no sea inferior a ese diez por ciento (10%) ni mayor que la tasa anual de inflación.


Asimismo, se identifican los artículos 3, 4, 6 y 18 establecidas en el Reglamento sobre financiamiento en el corto y largo plazo para proyectos de vivienda con fondos de subsidios para la vivienda del 59 de la Ley para el Sistema Nacional para la Vivienda (erradicación de tugurios y casos de emergencia), Reglamento N° 76 de 18 de noviembre de 2002, publicado en La Gaceta N°238 de 10 de diciembre de 2002.
“Artículo 3º-No se financiarán proyectos de vivienda con recursos del FOSUVI, si no responden a la planificación de la atención de grupos prioritarios en riesgo social, o no se adaptan en cuanto a especificaciones técnicas, ubicación y tipos de viviendas, a los lineamientos generales que dicte el Estado, por medio del MIVAH, especialmente para erradicación de tugurios y atención de situaciones de emergencia. El BANHVI tomará en cuenta esta información para la planificación y desarrollo de los programas del FOSUVI de cada año y para la coordinación con las entidades autorizadas de la elaboración de sus planes operativos anuales. Todo proyecto sobre el cual se solicite financiamiento en el corto o en el largo plazo, o en ambos, deberá ser desarrollado y construido con estricta sujeción a los lineamientos indicados y a los planes reguladores vigentes y demás normativa aplicable.”

Artículo 4º-Los grupos organizados podrán sugerir potenciales beneficiarios del bono, sin que eso implique que se asegure el otorgamiento del subsidio. La selección de la población prioritaria corresponderá al SFNV usando como guía la información general básica que suministre el MIVAH. Las entidades autorizadas deberán decidir quién califica o no para recibir el subsidio de conformidad con la normativa vigente.

Artículo 6º-Sujetándose a los lineamientos del MIVAH, un desarrollador puede llevar a cabo la construcción de determinado proyecto de vivienda con recursos propios, ajustándose a las especificaciones que haya establecido el MIVAH lo mismo respecto a la ubicación del proyecto, al número de viviendas y a sus características para el segmento de beneficiarios. La Entidad Autorizada y el BANHVI deberán en su momento estudiar la propuesta y revisar exhaustivamente, entre otros, los precios propuestos, para lo cual el BANHVI investigará e informará regularmente, cuáles son los precios que se presentan en el mercado de inmuebles y de la vivienda.

Artículo 18.-En los casos regulados en la presente sección, la iniciativa en la formación del proyecto es de un tercero interesado, no del BANHVI ni de la Entidad Autorizada por lo que la selección del desarrollador no corresponde al SFNV. Deberá estudiarse, la oferta recibida para su aprobación o rechazo atendiendo la técnica universal aplicable en la aprobación de créditos bancarios, verificando que se trate de un desarrollador conforme a los criterios previamente establecidos por el SFNV y se determinará que se trata de un proyecto de interés para el Estado. Aspectos como la ubicación del proyecto, número de soluciones, características de las mismas, precios etc., deben coincidir con la voluntad del Estado conforme los lineamientos generales del MIVAH. Corresponderá a los beneficiarios presentar todos los documentos necesarios para la confección del expediente ante la entidad.”

Así como las disposiciones de la Directriz N° 27, de 1° de setiembre de 2003, “Especificaciones Técnicas y Lineamientos para la Escogencia de Tipologías Arquitectónicas para la Construcción de Viviendas y Obras de Urbanización”, publicada en La Gaceta N°175, de 11 de setiembre de 2003. Esta directriz reconoce competencias que le asisten al MIVAH, según artículos:

“Artículo 2º-Población Objetivo. El perfil de las familias que el MIVAH desea impulsar en el desarrollo de proyectos habitacionales financiados mediante la aplicación del artículo 59 de la ley del SFNV es, preferiblemente, familias con ingresos inferiores al estrato 1,5. (1,5 salarios mínimos). 

Sin embargo, también se considera importante y deseable que dentro de los proyectos se propicie la integración social, por medio de la participación de familias de diversos estratos socioeconómicos, así como la inclusión de familias con miembros con discapacidad o de la tercera edad y familias jefeadas por una sola persona.

Las familias potenciales beneficiarias de proyectos de vivienda deberán ser, preferiblemente, habitantes de las zonas circundantes, con el fin de mantener, en la medida de lo posible, las redes sociales y económicas ya construidas y evitar el desarraigo.

“Artículo 3º-Criterios para la selección de terrenos. Se desarrollarán, preferiblemente, proyectos habitacionales de baja escala, evitando los megaproyectos, con un máximo de 200 viviendas por desarrollo. Las excepciones a esta norma deberán ser aprobadas expresamente por el MIVAH. Las soluciones podrán ser propuestas bajo la modalidad de condominio o individualmente, de acuerdo con su ubicación geográfica y con la necesidad de vivienda que determinen los estudios que realice el MIVAH. También se podrán considerar proyectos que presenten empresas constructoras o desarrolladoras particulares, los cuales deberán evaluarse a la luz de las prioridades establecidas por el Ministerio. (…)”

“Artículo 4º-Criterios para el Diseño y Construcción de las Viviendas. En el artículo 5 de la presente Directriz denominada "ESPECIFICACIONES TÉCNICAS Y LINEAMIENTOS PARA LA ESCOGENCIA DE TIPOLOGÍAS ARQUITECTÓNICAS PARA LA CONSTRUCCIÓN DE VIVIENDA Y OBRAS DE URBANIZACIÓN", el MIVAH establece las tipologías de vivienda que deberán ser utilizadas en los proyectos. (…)”.

Los diseños deberán estar a cargo de un profesional responsable en la rama de la Arquitectura o Ingeniería, con membresía activa en el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos (CFIA), el cual deberá contemplar aspectos ambientales, arquitectónicos y climáticos existentes en el sitio del proyecto, a partir de las tipologías definidas por el MIVAH. Estos diseños deberán estar fundamentados en estudios, hechos por profesionales o laboratorios inscritos en el CFIA, de suelos, de hidrología, de estabilidad de taludes, de percolación y otros, los cuales deberán tener una cobertura y precisión tal que se minimice la ocurrencia de imprevistos en el proceso constructivo. (…)”.

“Región Tipología III:

Se clasificarán dentro de este grupo las viviendas ubicadas en zonas con carácter de reserva indígena, área de protección indígena y otros. (…)

El MIVAH dispone de diseños con tipologías de este tipo, previamente consultadas y aprobadas por los usuarios de estas zonas en anteriores proyectos, que pueden ser usados como referencia en el momento que se requieran.”

Y las disposiciones establecidas en la Directriz 27-MS-MIVAH, de 5 de marzo del 2008, “Bono colectivo para obras de infraestructura en asentamientos en precarios, programa de erradicación de tugurios”, publicada en La Gaceta N° 88, de mayo de 2008, según artículo 2 que señala:

“Artículo 2º-La definición de prioridades para la atención a través de la modalidad de bono colectivo, corresponderá otorgarla al Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos, quien evaluará de acuerdo con el grado de integralidad y multisectorialidad de las intervenciones que se proponga realizar en los asentamientos en condición de precariedad y en condición de tugurio, tanto sus perspectivas de éxito para aliviar la pobreza, así como su efectividad para propiciar la inclusión social.”

Relación con el derecho a la vida y acceso a la vivienda digna en la regulación de carácter normativo e infra legal
En cuanto al desarrollo del derecho a la vida vinculado con el derecho fundamental a la vivienda, es importante rescatar que en cuanto al acceso a la vivienda no sólo para las personas en condición de pobreza, sino además la inclusión del desarrollo de normas que velen por la integración y acceso a la vivienda universal para todas las personas y de las que se encuentran en condición de discapacidad
, tal y como se señala en el artículo 41 de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad que dispone:
“Especificaciones técnicas reglamentarias. Las construcciones nuevas, ampliaciones o remodelaciones de edificios, parques, aceras, jardines, plazas, vías, servicios sanitarios y otros espacios de propiedad pública, deberán efectuarse conforme a las especificaciones técnicas reglamentarias de los organismos públicos y privados encargados de la materia. Las edificaciones privadas que impliquen concurrencia y brinden atención al público deberán contar con las mismas características establecidas en el párrafo anterior. 

Las mismas obligaciones mencionadas regirán para los proyectos de vivienda de cualquier carácter, financiados total o parcialmente con fondos públicos. En este tipo de proyectos, las viviendas asignadas a personas con discapacidad o familias de personas en las que uno de sus miembros sea una persona con discapacidad deberán estar ubicadas en un sitio que garantice su fácil acceso.” (Destacado no es del original)
La norma en comentario se inserta dentro de una política que tiene como fin armonizar el derecho a la vida que tienen las personas con discapacidad, con el derecho fundamental a la vivienda, de manera que exista cohesión del espacio físico requerido por estas personas en los proyectos de vivienda, financiados total o parcialmente con fondos públicos garantizando su acceso en armonía con el artículo 65 de la Constitución Política, para hacer uso de los medios que les permitan ejercer su autonomía y desarrollar una vida digna en relación con el espacio físico y de movilidad necesario para el desarrollo de sus actividades, acorde con la discapacidad de las personas, ello por el hecho de que el ejercicio de “(…) la tutela efectiva de los derechos de las personas discapacitadas resulta ser uno de los medios por los cuales este grupo de población puede tener una vida lo más independiente y normal posible, en aras de que su integración a la sociedad sea plena”.

En ese sentido el Estado otorga un subsidio denominado Bono Familiar de la Vivienda, entendido como el “subsidio que el Estado dará, por medio del Fondo de Subsidios para Vivienda, a las familias, los adultos mayores sin núcleo familiar y las personas con discapacidad sin núcleo familiar” según lo dispuesto en el artículo 3 inciso g) de la Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda, “Ley N° 7052 de 13 de noviembre de 1986”.
La armonización normativa que se comenta, encuentra su desarrollo conforme lo dispuesto en el artículo 64 de la Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda, “Ley N° 7052 de 13 de noviembre de 1986” que dispone:

“Artículo 64.- Los profesionales encargados del diseño de la vivienda para el adulto mayor o la persona con discapacidad deberán considerar las situaciones particulares que estas personas enfrentan, en atención a las recomendaciones que, sobre el particular, emita el Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS) con base en los informes médicos extendidos por la Caja Costarricense de Seguro Social. El costo de corrección de cualquier omisión de esta norma correrá por cuenta exclusiva de las entidades autorizadas.”
La relación del mandato constitucional con el precepto legal indicado, se instrumenta a su vez en el cuerpo normativo para ejecutar la potestad de dirección que tiene el Poder Ejecutivo hacia los demás órganos y entes públicos que conforman el Estado, a través de la Directriz N° 27 de 30 de enero del 2001
 que “Garantiza el Cumplimiento de los Derechos de las Personas con Discapacidad y Mejorar su Calidad de Vida”, y conforme se señala en el artículo 6° se encomienda ese deber al Instituto Mixto de Ayuda Social y al Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos acorde con las competencias institucionales atribuidas a fin de:
“Promover la creación de programas para brindar atención a personas con discapacidad adultas y adultas mayores en situación de abandono y riesgo social.
Garantizar subvenciones o becas a personas con discapacidades severas, que se encuentran en condición de pobreza.

Fortalecer programas de vivienda de interés social que garanticen una vivienda adecuada a las personas con discapacidad en condición de pobreza.”
Similar tratamiento ofrece el de las personas que se encuentran en situación de vulnerabilidad como es la población adulta mayor, según lo disponen los siguientes artículos de la Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda:
“Artículo 46.- Se crea el Fondo de Subsidios para la Vivienda (Fosuvi), con el objetivo de que las familias, las personas con discapacidad con o sin núcleo familiar, las parejas jóvenes y las personas adultas mayores sin núcleo familiar, de escasos ingresos, puedan ser propietarias de una vivienda acorde con sus necesidades y posibilidades socioeconómicas y que el Estado les garantice este beneficio.(...)”
“Artículo 51.- Serán elegibles para recibir el beneficio del fondo, las familias, las personas con discapacidad con o sin núcleo familiar, las parejas jóvenes y las personas adultas mayores sin núcleo familiar que no tengan vivienda o que, teniéndola, dichas viviendas requieran reparaciones o ampliaciones. Asimismo, sus ingresos mensuales no deberán exceder el máximo de seis veces el salario mínimo de una persona obrera no especializada de la industria de la construcción. (...)”

“Artículo 54.- Las familias, las personas con discapacidad, las parejas jóvenes y las personas adultas mayores sin núcleo familiar que reciban el subsidio y cuyos ingresos sean iguales o inferiores a seis salarios mínimos previstos en esta Ley, podrán obtener, del Sistema, créditos habitacionales de acuerdo con su capacidad de pago y el Reglamento de este Fondo. (…)”

El legislador se ha preocupado de establecer normativa especial para la atención de la población adulta mayor, con fines de crear una ley especial que se ocupe de esta población, según la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor, Ley N° 7935 de 25 de octubre de 1999,  que contempla en el artículo 3 inciso c), como uno de los derechos para mejorar la calidad de vida de la población adulta mayor, “la vivienda digna, apta para sus necesidades, y que le garantice habitar en entornos seguros y adaptables”,    incluyéndose un Capítulo IV denominado “Vivienda” que contiene disposiciones especiales para el financiamiento en condiciones de prioridad, el derecho a una vivienda digna, las previsiones especiales, la igualdad de condiciones para acceder a la vivienda de interés social y la regulación y responsabilidad de las instituciones del Estado en la adjudicación del derecho de uso y habitación de viviendas a favor esta población que carezca de vivienda.
Conforme lo señalo se enuncian los siguientes artículos de la ley de cita que disponen: 
“ARTÍCULO 26.- Financiamiento. El Ministerio de Vivienda deberá elaborar normas especiales que permitan la adjudicación expedita de bonos familiares de la vivienda a la población adulta mayor que los requiera.

ARTÍCULO 27.- Derecho a vivienda digna. Las personas adultas mayores tendrán derecho al disfrute de una vivienda digna y adecuada. Se les proveerán las facilidades de financiamiento para la adquisición o remodelación de las viviendas, así como todos los beneficios que las instituciones públicas ofrezcan a sus administrados.

ARTÍCULO 28.- Previsiones especiales. El Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo y las municipalidades exigirán que los planos de construcción de los establecimientos públicos, comerciales, de servicio o entretenimiento prevean los requerimientos de construcción adecuados para las personas adultas mayores, de acuerdo con las recomendaciones fijadas por el Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor.

ARTÍCULO 29.- Viviendas de interés social. En los proyectos de vivienda de interés social se dará igual oportunidad a las parejas compuestas por personas adultas mayores, solas o jefes de familia.
ARTÍCULO 30.- Deberes del Banco Hipotecario de la Vivienda. El Banco Hipotecario de la Vivienda deberá promover la adjudicación del derecho de uso y habitación de viviendas a favor de las personas adultas mayores que carezcan de ellas. La regulación de este derecho será responsabilidad del Ministerio de la Vivienda, según las recomendaciones del Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor.”

Se evidencia también como parte de ese desarrollo normativo que emana del artículo 65 de la Constitución Política, el interés por mejorar la calidad de vida de las mujeres en condiciones de pobreza, entendiéndose que el acceso a una vivienda digna es uno de los componentes identificados en el proceso de formación integral para la población de mujeres que se encuentran en condiciones de pobreza, siendo a la vez un mecanismo de prioridad en la identificación de demanda insatisfecha de vivienda que le corresponde realizar al Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos para la asignación de un Bono Familiar de Vivienda a las mujeres en tal condición que de acuerdo con la Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda así califiquen, ello conforme se reseña en lo dispuesto según los artículos 2 y 11 de Ley de Atención a las Mujeres en Condiciones de Pobreza, Ley N° 7769 de 24 de abril de 1998 que indican:
“ARTÍCULO 2.- Objetivo de la atención. La atención indicada en el artículo anterior deberá garantizar el mejoramiento en las condiciones de vida de las mujeres, mediante un proceso de formación integral que comprenda, al menos, lo siguiente: capacitación en formación humana, capacitación técnico-laboral, inserción laboral y productiva, acceso a vivienda digna y un incentivo económico ligado a los procesos de capacitación.”
“ARTÍCULO 11.- Listas de participantes. Anualmente, en enero, la Comisión nacional interinstitucional de atención a las mujeres en condiciones de pobreza deberá enviar, al Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos, la lista de mujeres que participaron en los programas establecidos en la presente ley durante el año anterior. La inclusión en esta lista dará prioridad a las mujeres para ser beneficiarias del bono gratuito de la vivienda, de acuerdo con los requisitos de ley.

Para el cumplimiento de estas disposiciones, ese Ministerio diseñará un programa específico anual, que deberá presentarse ante la Comisión interinstitucional y será evaluado semestralmente.”
Casos: 
Con ocasión del Programa de Erradicación de Tugurios, (2006-2010) se realizaron por parte del Despacho con apoyo de esta Asesoría Jurídica y de la Dirección de Vivienda y Asentamientos Humanos, una serie de gestiones ante la SETENA y la Procuraduría General de la República, para que aquellos asentamientos humanos en condición de TUGURIO  (inhabitabilidad) y eventualmente PRECARIO (donde sus ocupantes no figuran como propietarios).
Las consultas versaban para aquellos asentamientos  que  podían  técnicamente ser atendidos en sitio (volver habitables los asentamientos) y pudiesen recibir un tratamiento adecuado a su condición debido principalmente a lo siguiente:
· Que eran sitios en su mayoría inhabitables

· Que eran sitios Insalubres

· Que eran sitios impactados negativamente,

· Que la atención  de estos sitios se tornaba  necesaria por las condiciones  de salud que generaban para sus ocupantes entre otros efectos.

1.- Consulta a la SETENA
A partir de lo anterior, se planteó a la SETENA:

Que si bien es cierto, el desarrollo de proyectos en sitio,  generaría  como toda actividad humana impactos ambientales, lo cierto también era que esos sitios ya se encontraban impactados ambientalmente  y precisamente uno de los objetivos que este tipo de  intervenciones  perseguía era revertir los  impactos negativos  y /o minimizarlos ( ej tratamiento de las aguas negras).

A partir de lo anterior, la Comisión Plenaria de SETENA adoptó el acuerdo 575-2008-SETENA resolviendo adecuar la valoración técnica que se hiciera de estos asentamientos desde el punto de vista ambiental, precisamente por ser sitios ya impactados.
Aquí cabe acotar que este acuerdo se obtuvo para la atención en sitio de los asentamientos en condición de tugurio, no así si se trasladaba a sus ocupantes a otros lugares o proyectos, pues los supuestos de hecho variarían considerablemente.

Consultada telefónicamente la SETENA, nos informan que dicha resolución no ha sido modificada con posterioridad a la fecha de su adopción.
 
2.-  Consulta a la Procuraduría General de la República
Igualmente  para los asentamientos  informales  en condición de tugurio, se planteó  a partir de la  idea formulada por el MIVAH en el sentido de llevar a cabo un programa de renovación urbana, haciendo participar conjuntamente al Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo y a la municipalidad local involucrada,  en aras de procurar la constitución de zonas de renovación urbana, identificando áreas sensibles como los tugurios, y rehabilitar aquellas zonas urbanas en estado de deterioro,  una consulta a la Procuraduría General de la República en el siguiente sentido:  

¿Puede interpretarse que la aplicación de la norma VI.7.1 del Reglamento para el Control Nacional de Fraccionamientos y Urbanizaciones, para desarrollar programas de renovación urbana en Asentamientos Urbanos en precario, puede ser considerada como una transgresión expresa al Ordenamiento Jurídico en relación con el principio de inderogabilidad singular del reglamento que estatuye el artículo 13 de la Ley General de la Administración Pública?”  
Ante dicha interrogante, la Procuraduría General de la República coincidió con el criterio aportado por la Asesoría del MIVAH e indicó en lo que interesa lo siguiente según el Dictamen C-304-2006 de 1° de agosto de 2006:

“(…) En primer lugar, esta norma solo se podría aplicar de manera excepcional, pues es claro que el término “experimental” hace referencia a un ensayo o prueba de un sistema para comprobar su eficacia o su éxito. Así las cosas, una vez que se haya concluido, con la experiencia acumulada, se debe recurrir a las instancias correspondiente con el fin de que se dicte el marco regulatorio que permita, en el futuro, aplicar el nuevo sistema a otros casos.
Por otra parte, y al estar de por medio personas, a quienes el ordenamiento jurídico interno e internacional les reconocen y garantizan el derecho a la dignidad humana, y la utilización de fondos públicos, el hecho de que se lleve adelante un sistema bajo la modalidad experimental implica por esas razones que la solución debe tener como norte ese derecho fundamental y, además, ser  sostenible en tiempo. Es decir, por el hecho de que se trata de la aplicación de un sistema experimental los órganos competentes (Ministerio, INVU, municipalidad, etc.) no están autorizados por el ordenamiento jurídico a dar una solución parcial, temporal y deficiente, pues, en el eventual caso de que las cosas no salgan como se previeron, se deberán emprender todas las acciones correctivas pertinentes que garanticen a las personas el derecho a la dignidad humana. En pocas palabras, al estar de por medio personas la función de experimentación no podría conllevar un perjuicio para estas o una lesión a su dignidad humana. Desde esta perspectiva, los órganos competentes deberán adoptar las medidas de planificación y de previsión necesarias para hacerle frente a eventuales contingencias, de tal manera, que el proyecto culmine en una solución adecuada para las familias que forman parte del asentamiento consolidado.
En tercer término, el sistema que se pretende poner en práctica necesariamente debe estar basado en las reglas unívocas de la ciencia y la técnica, tal y como lo señala el numeral 16 de la Ley General de la Administración Pública. Ergo, los diseños del sistema deben ser conforme a las reglas y técnicas de la ingeniería, además, y como bien lo afirmó la Asesoría Legal, deben ser acordes con los derechos a la vida, a la integridad física, a la salud y a un ambiente saludable y ecológicamente equilibrado, amén de propiciar condiciones de seguridad y de bienestar general a la población. Además, tal y como lo afirma el órgano consultivo del Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos, los programas de renovación que se pretendan llevar a cabo  “(…) deben guardar cierta coherencia con las normas establecidas tanto en la Ley para la Erradicación de Tugurios y Defensa de sus Arrendamientos, así como las normas establecidas en la Ley de Planificación Urbana, y específicamente el capítulo VI de ese cuerpo normativo que refiere a la aplicación de ciertos parámetros mínimos y la observancia de requisitos lógicos indispensables…”.  En este sentido, no se puede dejar de lado que estas zonas se han desarrollado de forma espontánea y se fueron consolidando en el tiempo (1), por lo que “(…) se requiere un diseño casuístico adaptado a dicha realidad, que combine los principios que debe guardar la normativa urbana (seguridad, salubridad, entre otros) con las obras que ya se han levantado en dichos asentamientos, en su mayoría viviendas, que con el esfuerzo personal los habitantes han construido y que lo que requieren son mejoras en la infraestructura y servicios comunales de manera que se les pueda integrar a la ciudad”. La postura que estamos siguiendo no es nueva, pues, frente a esta realidad, tanto el legislador como los entes públicos que prestan servicios han adoptado medidas para mejorar las condiciones de vida de las familias que viven en los asentamientos consolidados. Así tenemos, verbigracia: el transitorio XI de la Ley n.° 7052 de 13 de noviembre de 1986, que dispuso que todos los asentamientos consolidados, atendidos por la Comisión Especial de Vivienda mediante el programa de erradicación de tugurios o el plan de acción inmediata, quedaban cubiertos por el bono total de la vivienda de tal manera que este se ajuste al valor de la solución (casa más lotes urbanizados), según sea el caso y de acuerdo con el estudio socio económico, siempre que califiquen para la obtención del bono, de acuerdo con el criterio del Banco Hipotecario de la Vivienda. También estaba el caso del artículo 61 de ese mismo cuerpo normativo (reformado por la Ley n.° 7208 de 21 de noviembre de 1990), que disponía que Dirección de Urbanismo del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, por la vía de excepción, podía aprobar los respectivos planos de la construcción sin cumplir los requerimientos mínimos de zonificación cuando se trataba de los denominados asentamientos consolidados, el cual fue declarado inconstitucional por la Sala Constitucional en el voto n.° 467-99, porque vulneraba los principios de autonomía política y administrativa de las municipalidades. Por su parte, el ICAA, en su Reglamento de Prestación de Servicios al Abonado, aprobado en la sesión ordinaria n.° 247 de 05 de mayo del 2004, regula, en su numeral 33, la prestación del servicio de agua potable y alcantarillado sanitario a las familias que se encuentran en los asentamientos consolidados.
En cuarto lugar, la ejecución de un sistema experimental solo debe desarrollarse en asentamientos consolidados, principalmente, en aquellos donde existan un importante número de construcciones firmes, lo que garantiza que con las nuevas construcciones, así como con las obras de infraestructura y labores de reacomodamiento, la solución habitacional que se dé por medio de esta vía tendrá sostenibilidad en el tiempo.
También el plan debe ir acompañado de una serie de acciones en el ámbito crediticio que le permitan a las familias del asentamiento consolidado obtener una solución habitacional digna y conforme a las regulaciones del ordenamiento jurídico, fundamentalmente, que se les garantice la salubridad, seguridad y el bienestar general.
Por último, el sistema experimental necesariamente debe engarzarse en una acción efectiva que erradique los tugurios del asentamiento consolidado, todo lo cual es acorde con la Ley n.° 2760 y el numeral 65 constitucional, que como norma programática indica que el Estado promoverá la construcción de viviendas populares.
III.-        CONCLUSIONES.
1.-          Donde exista un plan regulador municipal la norma de comentario no sería aplicable, salvo que el nuevo sistema de fraccionamiento y urbanización de terrenos que se pretende llevar a delante por vía experimental, se ajuste a él o, no ajustándose, se modifique por la respectiva corporación municipal para hacer posible su aplicación.
2.-          El numeral VI.7.1 del Reglamento para el Control Nacional de Fraccionamiento y Urbanismo emitido por el INVU, no contraviene el principio de inderogabilidad singular del reglamento ni el numeral 13 de la Ley General de la Administración Pública que lo contempla.
3.-          Es posible aplicar la norma que se encuentran VI.7.1 del Reglamento para el Control Nacional de Fraccionamientos y Urbanizaciones, para realizar una labor de reordenación y brindar facilidades de infraestructura adecuada a los asentamientos consolidados, siempre y cuando se ajuste el proyecto respectivo a las condiciones que hemos señalado en este estudio. (…)” (Destacado y subrayado no es del original)
Ítem 3: 
“3. Por favor explique si los tribunales u otros órganos de derechos humanos en su Estado han reconocido el efecto desproporcionado de la falta de vivienda y la vivienda inadecuada en determinados grupos (como las personas con discapacidad, los pueblos indígenas, las mujeres que sufren violencia, etc.) como un tema de discriminación y en qué circunstancias específicas. Por Favor, de referencias de caso de interés u otros ejemplos, si están disponibles.”

Es importante destacar lo señalado por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, respecto del derecho fundamental a una vivienda digna, señalando la competencia atribuible a los entes públicos encargados de la materia de vivienda deben canalizar los recursos públicos hacia soluciones que tiendan al ordenamiento de las zonas de vivienda, eliminando gradualmente de las áreas urbanas las construcciones y viviendas insalubres o peligrosas a través de planes adecuados de reconstrucción o de readaptación de las mismas, adoptando las mejores normas de seguridad tomando siempre en cuenta la variable social según la situación presente.
Por su importancia, se transcribe en lo conducente lo señalado por la Sala Constitucional en la sentencia número  2005-17237
 de las 8:59 horas del 16 de diciembre del 2005 que estimó en lo que interesa lo siguiente:  
“(…) III.- Sobre el derecho fundamental a una vivienda digna. El artículo 65 de la Constitución, ya mencionado, encarga al Estado promover la construcción de viviendas populares, mientras que al suscribir el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Costa Rica reconoció el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, lo que incluye la vivienda. Este derecho, además de tener su sustrato individual, debe enmarcarse como derivado de la concepción del Estado como Estado social de Derecho, atribuyendo a esta expresión el significado que se especificó en la sentencia #2000-05500 de las 14:33 horas del 5 de julio del 2000, según el cual las autoridades públicas están obligadas a hacer posible “la realización de la justicia material, entre otras vías mediante prestaciones positivas, restituyendo a determinado sector de la población el goce de condiciones sociales y económicas apropiadas para una vida digna, que en la realidad no existen o con las que no se cuenta, situación esta última que ha podido derivar, incluso de modo indirecto, de la actuación o política económica desarrollada por el propio Estado. Es decir, esta clase de prestaciones no pueden ser simples gratificaciones sin verdadero sustento en una función de auxilio socioeconómico dirigida a sectores de población o a comunidades deprimidas o que se hallan en una situación de desventaja, sino que la norma debe constituir un mecanismo auténtico de redistribución de la riqueza (en los términos del artículo 50 constitucional) entre aquellos que sufren desventajas sociales significativas, para quienes la riqueza es una realidad de la que están excluidos; mecanismo que puede surgir de circunstancias muy particulares o específicas frente a determinada situación social que el legislador está legitimado para valorar. Precisamente este es el fundamento que posee toda la legislación que crea instituciones de carácter social, así como los institutos jurídicos tendientes a socorrer a quienes se encuentran en una determinada condición sensiblemente inferior al resto de la población económicamente activa, y a los que el Estado concede una ayuda económica o de otro tipo sin recibir una contraprestación por ello, justamente porque es ésta una de las funciones del Estado, como ente superior encargado de procurar condiciones de vida libre y digna, y de mantener la paz social como valor del ordenamiento que exige la creación de esas condiciones de vida para todos, especialmente para los más desfavorecidos en el reparto de los bienes de la colectividad.” Además, mediante decisión #1441-92 de las 15:45 horas del 2 de junio de 1992, la Sala identificó las bases de derecho positivo de tal postulado:
 "El principio general básico de la Constitución Política está plasmado en el artículo 50, al disponer que «el Estado procurará el mayor bienestar de todos los habitantes del país, organizando y estimulando la producción y el más adecuado reparto de la riqueza», lo que unido a la declaración de adhesión del Estado costarricense al principio cristiano de justicia social, incluido en el artículo 74 ibídem, determina la esencia misma del sistema político y social que hemos escogido para nuestro país, y que lo definen como un Estado social de Derecho.-“(…)”.

IV.-Ahora bien, el derecho fundamental a la vivienda no implica el de reclamar, por los mecanismos de garantía de estos derechos, que se suministre una solución habitacional individual e inmediata, ya que la responsabilidad y decisión de destinar una determinada cantidad de recursos públicos a ese fin y de distribuirlos de la manera más equitativa y eficiente posible es, primero que nada, política. Eso sí, dentro del contexto de los programas políticamente establecidos de provisión de vivienda a las personas de escasos recursos, ellas pueden reclamar, como en este caso, que su implementación se rija por parámetros de igualdad y que exista consecuencia entre el objetivo fijado de satisfacer este derecho fundamental y los medios dispuestos para alcanzarlo. En el caso costarricense, el legislador ha seleccionado diversas formas para dar cumplimiento al mandato constitucional y del Derecho Internacional de los Derechos Humanos de proveer a las personas de hogar digno, cuando por ellas mismas no pueden lograrlo, entre los que se encuentra la atribución a un Ministerio de la materia concreta de vivienda y la creación de entes públicos especializados en el tema, como son el Banco Hipotecario de la Vivienda o el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, aquí recurridos. Sobre todo en cuanto a este último –a quien se achaca la gestión directa de las actuaciones impugnadas, en su condición de ente financiero autorizado del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda-, los artículos 1º y 4º de su Ley de Creación estipulan que esa institución autónoma se fundó, entre otros fines, para orientar sus actividades con miras a obtener un mayor bienestar económico y social, procurando a la familia costarricense una mejor habitación y los elementos conexos correspondientes. Se le atribuye también atender, de manera preferente, el problema de las clases de más bajos recursos de la colectividad, tanto en las ciudades como en el campo. Por otra parte, el artículo 5º le confiere competencia en la construcción de viviendas higiénicas, de tipo individual o colectivo, al alcance de familias de escasos recursos económicos, a partir de programas de conjunto y aun individuales, que tiendan al ordenamiento de las zonas de vivienda; la eliminación gradual de las áreas urbanas de las construcciones y viviendas insalubres o peligrosas, mediante planes adecuados de reconstrucción o de readaptación de la mismas, que elaborará dentro de las mejores normas de seguridad para sus inversiones, tomando en cuenta el aspecto social que el problema presente (…)”. (El destacado y subrayado no es del original).
El otro caso conocido en el expediente 16-000294-0007-CO con sentencia N°05282-2016 de las 9:05 horas del 22 de abril del 2016 emitida por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 
Se trata de un recurso de un amparo interpuesto para amparar el derecho fundamental a una solución integral por una vivienda digna para una persona adulta mayor y sus dos hijos enfermos, que por condiciones insalubres de la vivienda donde viven, fue declarada inhabitable y, por consiguiente con orden de desalojo y demolición por parte de las autoridades de salud competentes.
En este caso se evidencia la atención que para el más alto Tribunal en materia de Derechos Fundamentales en el país, tiene la población adulta mayor, en aras de proteger la integridad de esta población para la búsqueda de una solución que no solo se enfoque en atender los problemas de salubridad y deterioro de la vivienda mediante meras órdenes administrativas de desalojo y demolición, sino una solución integral que prolongue la calidad de vida, otorgando una vivienda digna a las personas que la habitan, siendo que “…La situación delicada de la recurrente no se solucionaba con una simple orden de desalojo, sino que su atención debía ser integral, coordinando todas las instituciones involucradas, la mejor solución para el resguardo de los derechos fundamentales de la amparada, la cual parece ser, de acuerdo a la voluntad de esta, realizar mejoras a la vivienda.”, pues “…Resultaba claro que, tanto la recurrente como demás habitantes, quedarían en una grave situación de desamparo, si se ejecutase el desalojo en cuestión, puesto que no cuentan con los recursos económicos suficientes para afrontar esta situación.”, por lo que ante tan “complejo panorama” la Sala estimó con lugar el amparo “para resguardar la especial condición de la persona adulta mayor involucrada, ante su situación de vulnerabilidad, procediendo la suspensión de la orden sanitaria y la obligación de las distintas instituciones públicas competentes (Municipalidad de Santa Ana, IMAS, BANHVI, Ministerio de Salud) de coordinar acciones con el CONAPAM para darle una solución integral a la situación especial de la amparada, en los términos en que se indica en la parte dispositiva de esta resolución.” 
El desarrollo abordado por la Sala Constitucional en la sentencia de comentario se fundamenta en la especial protección del ordenamiento jurídico a las personas adultas mayores y su dignidad, calidad de vida así como el acceso a una vivienda digna según se extrae de lo enunciado:

“III.- Sobre la especial protección a las personas adultas mayores.- Del mismo modo en que esta Sala lo expresó mediante resolución número 2015-00174 de las 09:05 horas del 09 de enero del 2015, la jurisprudencia constitucional se ha pronunciado acerca de la especial tutela que merecen las personas adultas mayores, máxime cuando otros elementos exacerba su condición de vulnerabilidad. Así, en sentencia número 2006-02268 de las 08:59 horas del 24 de febrero de 2006, esta Sala se pronunció sobre la protección constitucional a las personas adultas mayores,en los siguientes términos: “(…) queda claro que la protección especial por parte del Estado para esos grupos de personas se constituye en un verdadero derecho fundamental, exigible en las correspondientes dependencias administrativas y tribunales de justicia. Es así, como a partir del concepto del Estado social de Derecho, es posible derivar obligaciones para las autoridades públicas, precisamente en aras a la búsqueda del mayor bienestar de " todos los habitantes del país", dentro de los cuales, el Derecho de la Constitución señala de manera especial a los niños, a las madres, al anciano y personas desvalidas. Es a partir del establecimiento de un Estado Social, derivable de las disposiciones contenidas en los artículos 50 y siguientes de la Carta Fundamental , que de manera inmediata se genera la obligada intervención estatal en materia social, en la que ha de obrar en determinado sentido y orientación: a favor de aquellos sectores especiales de la población que, por su condición, así lo requieren; y tal es el caso -sin duda alguna- de los ancianos, denominados como personas de la tercera edad, o personas adultas mayores (…)”. 
Asimismo, en sentencia número 2007-013584 de las 15:15 horas del 19 de septiembre de 2007, se externó: “(…) este Tribunal considera conveniente reiterar la importancia de la tutela de este sector de la población según lo dispone el párrafo final del artículo 51 de la Constitución Política cuando establece: "Igualmente tendrán derecho a esa protección la madre, el niño, el anciano y el enfermo desvalido". Es evidente de acuerdo a la norma transcrita, el deber dual que tiene el Estado costarricense a) Por un lado debe producir un marco normativo adecuado con el fin de brindar una protección especial para esos grupos de personas, lo cual constituye un verdadero derecho fundamental y b) Respetar y hacer respetar a través de las correspondientes dependencias administrativas y tribunales de justicia tales derechos. A partir del concepto del Estado Social de Derecho, es posible derivar obligaciones para las autoridades públicas, precisamente en aras de la búsqueda del mayor bienestar de "todos los habitantes del país", dentro de los cuales, el Derecho de la Constitución señala de manera especial a los niños, a las madres, al anciano y personas desvalidas. El Estado Social consagrado en nuestra Constitución Política, desarrolla en su contenido normativo una relevante y obligada intervención estatal en materia social a favor de aquellos sectores especiales de la población que, por su condición, así lo requieran; tal es el caso –sin duda alguna- de los ancianos, o personas de la tercera edad, o personas adultas mayores (…)”. Atinente al ámbito del denominado "soft law" del derecho internacional -que si bien carecen de la vinculatoriedad jurídica propia de un convenio aprobado y ratificado por el país, no menos cierto es que su referencia resulta útil como fuente doctrinaria para sustentar determinada tesis.- 

IV.- Dignidad de los adultos mayores, calidad de vida y vivienda digna: La declaración Universal de los Derechos Humanos, en su artículo 25.1 establece que “ Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.” El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, del 19 de diciembre de 1966, dispone en su artículo 11: “Los Estados Partes en el presente Pacto, reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de sus condiciones de existencia”. Si bien en Costa Rica la Constitución Política no regula de modo expreso el derecho fundamental a una vivienda digna o adecuada, sí se impone, en el artículo 65 “El Estado promoverá la construcción de viviendas populares y creará el patrimonio familiar del trabajador”. Igualmente, la Convención Americana de Derechos humanos y el Protocolo de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, tutelan en particular a los grupos en condiciones de vulnerabilidad (protección de ancianos y de personas minusválidas, artículos 17 y 18), a los cuales también se les garantiza un nivel de vida adecuado y medios de subsistencia, entre ellos, el derecho a una vivienda digna o adecuada. Costa Rica fue el país anfitrión de la Tercera Conferencia Regional Intergubernamental sobre Envejecimiento en América Latina y el Caribe. En dicha reunión, realizada en San José del 8 al 11 de mayo de 2012, los países participantes adoptaron la “Carta de San José sobre los derechos de las personas mayores de América Latina y el Caribe”. Este documento sintetiza los compromisos adquiridos por los países, incluidos Costa Rica, en materia de protección de las personas adultas mayores. Además de plasmar los acuerdos alcanzados en aspectos como seguridad social, salud, educación, servicios sociales, erradicación de diversas formas de discriminación en esta población, entre otros. La Carta de San José enfatiza la importancia de las adecuadas condiciones de vivienda que se les debe garantizar a estas personas. Precisamente en el punto 10 de este texto se dispone lo siguiente: “Trabajaremos por mejorar las condiciones de vivienda y del entorno de las personas mayores para fortalecer su autonomía e independencia, a través de: a. Realizar los mayores esfuerzos para que las personas mayores disfruten de una vivienda adecuada y tengan alta prioridad en la asignación de viviendas o tierras, en especial en situaciones derivadas de crisis, emergencia, desplazamiento o desalojo forzado; b. Propiciar que las personas mayores vivan en un entorno seguro y saludable, incluido el acceso a servicios y facilidades de transporte”. Tal compromiso resulta acorde al mandato constitucional del artículo 51 así como al Principio del Estado Social de Derecho, ya desarrollados por esta Sala conforme a la jurisprudencia supra citada, de manera que refuerza la obligación de las entidades públicas de nuestro país de evitar, en la medida de lo posible y acorde los recursos disponibles, que las personas adultas mayores carezcan de una opción digna donde vivir. Incluso, el citado numeral 10 de la Carta de San José prevé que cuando los adultos mayores puedan ser colocados en una situación de riesgo como el “desalojo forzoso”, se requiere de una mayor y especial protección dedicada a dicha población. La intención es disminuir cualquier situación de desamparo o abandono de estas personas, quienes por su alta condición de vulnerabilidad muchas veces no cuentan con las mismas facilidades para proveerse vivienda propia.Finalmente, vale observar que según el artículo 1 de la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor, Nº 7935, se pretende: "a) Garantizar a las personas adultas mayores, igualdad de oportunidades y vida digna en todos los ámbitos; b) Garantizar la participación activa de las personas adultas mayores en la formulación y aplicación de las políticas que las afecten; c) Promover la permanencia de las personas adultas mayores en su núcleo familiar y comunitario; d) Propiciar formas de organización y participación de las personas adultas mayores, que le permitan al país aprovechar la experiencia y el conocimiento de esta población; e) Impulsar la atención integral e interinstitucional de las personas adultas mayores por parte de las entidades públicas y privadas, y velar por el funcionamiento adecuado de los programas y servicios, destinados a esta población; f) Garantizar la protección y la seguridad social de las personas adultas mayores” (ver artículo 1).
La sentencia de cita ordenó en la parte dispositiva  en lo que interesa lo siguiente:
“Se declara con lugar el recurso. Se ordena a GFG en su condición de Director Regional de Rectoría de la Salud Central Sur, y a AIMM en su condición de Directora del Área Rectora de Salud de Santa Ana, o a quienes en su lugar ocupen dichos cargos: 1) Se mantenga la suspensión de la orden sanitaria No CS-ARS-SA-OS-0081-2015 del 7 de diciembre del 2015, donde se ordena el desalojo en contra de la amparada. 2) Coordinar con las demás entidades competentes (Municipalidad de Santa Ana, BANHVI e IMAS), bajo la dirección del CONAPAM, una solución definitiva (y mientras tanto una solución temporal) a la situación de vivienda que presenta la amparada, con las recomendaciones del informe social realizado por el CONAPAM el día 13 de marzo 2016, mediante oficio CONAPAM-DE-421-O-2016. Solución que deberá ejecutarse en el plazo máximo de TRES MESES calendario, contado a partir de la notificación de esta resolución. (…)”. (El desatacado no es del original).
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� Ibíd.


� La ley de Creación del Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS), es la ley N° 4760 de 4 de mayo de 1971.


� Procuraduría General de la República, � HYPERLINK "http://196.40.56.11/scij/Busqueda/Normativa/Pronunciamiento/pro_ficha.aspx?param1=PRD&param6=1&nDictamen=10223&strTipM=T" ��Ibídem�.


� La Procuraduría General de la República, refiriéndose al concepto indicado, mediante el Dictamen � HYPERLINK "http://196.40.56.11/scij/Busqueda/Normativa/Pronunciamiento/pro_ficha.aspx?param1=PRD&param6=1&nDictamen=16160&strTipM=T" ��C-338-2009�, señaló: “(…) Bajo esa definición, la deficiencia que determina la discapacidad no se mide a corto plazo ni considerando a la persona aisladamente. Por el contrario, se le mira en relación con su derecho a participar en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás. Baste recordar que la igualdad de condiciones no se establece en abstracto, sino determinando cuáles son esas condiciones por una parte y en relación con un tercero. En este caso, un tercero es cualquier persona que no presente una deficiencia que reúna las condiciones indicadas.”
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